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I. ASUNTO 

 

Se resuelve la reposición que formula la parte actora contra el auto que, en 

julio 29 de la presente anualidad, declaró inadmisible la apelación de la sentencia 

emitida por el Juzgado 18 Civil Municipal de esta ciudad1. 

 

II. FUNDAMENTOS DEL RECURSO2 

 

Luego de un recuento de las actuaciones de primera instancia, se señala por 

la recurrente, que «…si bien, se sustentó el recurso de apelación ante el a-quo, hecho 

que no está prohibido expresamente por el legislador, conforme al principio constitucional 

“lo que no está prohibido, está permitido”, se cumplió, dentro del término señalado por el 

legislador, la presentación del recurso de apelación señalando los reparos de la sentencia, 

al indicar claramente la vulneración del derecho sustancial por indebida valoración de las 

pruebas, por cuanto el a-quo omitió valorar en su totalidad las pruebas obrantes dentro del 

expediente, en especial, el contrato de compraventa, en el cual se puede apreciar que las 

improntas (es decir los seriales o números que identifican los vehículos en el motor, chasis 

y serie) allí estampadas o pegadas difiere en la última este número con el que aparece en 

el certificado de tradición del vehículo de placas NCL 705, de suerte que esta irregularidad 

sí estaba presente antes de la adquisición del automotor por parte de mi representado., 

debatiendo amplia y claramente las parámetros señalados por el a-quo al determinar los 

parámetros en los que centraría el debate jurídico». 

 

Así, estima que «[l]a finalidad del recurso de apelación es que el superior del juez 

se pronuncie respecto a la providencia impugnada y decida al estudiarla si procede 

confirmarla revocarla o modificarla», por ende, «…de acuerdo a lo establecido por el 

artículo 322 del código general del proceso el apelante debe precisar de manera breve los 

reparos específicos en los que se funda la apelación, ya que el hecho de no hacerlo genera 

como consecuencia que se declare desierto el recurso», a su vez, la apelación debe 

«…ser sustentad[a] ante el juez que dicto la providencia que se pretende impugnar, esta 

regla es tanto para la apelación de autos como para la apelación de sentencias. En ambos 

casos la no sustentación en debida forma causa la declaratoria de desierto del recurso». 

 

Ultimó que «…el recurso de apelación incoado cumple a cabalidad con los requisitos 

exigidos por el legislador para que se dé el trámite correspondiente al mismo, pues reitero, 

no está prohibido que el recurso se sustente ante el a-quo, ni norma alguna señala que por 

haberse sustentado ante el juez que profirió la sentencia, el recurso se deba declarar 

improcedente, pues es clara la ley y la doctrina al establecer que se debe señalar los 

reparos concretos que se le hace a la decisión, como en efecto se hizo en el escrito 

presentado en tiempo». 

 

En consecuencia, solicitó «…revocar el auto atacado mediante el cual el Juzgado 

declara inadmisible la apelación presentada contra la sentencia dictada en junio 10 de 2021 

por el Juzgado Dieciocho Civil Municipal de Bogotá». 

 

                                                           
1 Archivo digital “04AutoDeclaraInadmisibleRecurso”. 
2 Archivo digital “05RecursoDeReposicionEnSubsidioApelacion”. 



III. CONSIDERACIONES 

 

La reposición está concebida para que el funcionario que hubiere emitido una 

determinación, la revoque o la reforme, pero siempre que la misma se aparte del 

marco normativo imperante y aplicable al caso particular, pues de lo contrario, debe 

mantenerla intacta. Tal es el sentido del artículo 318 del C.G.P., y, por ende, de cara 

a ese marco teórico legal, abordaremos el análisis del presente asunto, para arribar 

a la conclusión que tal dinámica conduzca. 

 

En el orden de ideas que traemos, confrontados el auto objeto de censura y 

los argumentos del recurso con el marco normativo-conceptual aplicable a este caso 

en particular, prorrumpe palmario que el proveído confutado será mantenido, ya que 

la decisión adoptada no solo fue congruente, sino que se amparó en las normas 

aplicables al caso de marras, lo que de entrada pone al descubierto la legalidad del 

auto. 

 

Cabe precisar, que una de las modificaciones que al régimen de las 

impugnaciones en materia civil implementó el Código General del Proceso y que, 

de paso, acabó con discusiones bizantinas en torno a la instancia en la cual el 

apelante debía sustentar la alzada, fue justamente la contenida en su artículo 322, 

al disponer el cumplimiento de dos (2) cargas bien diferenciadas.  

 

La primera, que al interponerse el recurso el impugnante exprese ante el 

juzgado de conocimiento “los reparos concretos” sobre los cuales versará la 

sustentación, la cual podrá cumplirse inmediatamente si la decisión se toma en 

audiencia o dentro de los tres (3) días siguientes a su realización, ora a la 

notificación de la que se hubiera dictado por fuera de esta; la segunda, la de acudir 

ante el juzgador ad quem a realizar la sustentación en la audiencia que para ese 

preciso fin y dictar el fallo correspondiente contempla el artículo 327 del mismo 

ordenamiento, oportunidad en la que deberá “desarrollar los argumentos expuestos 

ante el juez de primera instancia”.  

 

Fue tal el querer del legislador de 2012 de que ante el juzgador que ha de 

dirimir la instancia se expongan las alegaciones de las partes que desde el artículo 

107 fue perentorio al indicar, que «cuando se produzca cambio de juez que deba proferir 

sentencia en primera o segunda instancia, quien lo sustituya deberá convocar a una 

audiencia especial con el solo fin de repetir la oportunidad para alegar. Oídas las 

alegaciones, se dictará sentencia según las reglas generales», incluso, esa dualidad de 

actuaciones del inconforme con la sentencia de primera instancia no fue objeto de 

modificación con la medida temporal adoptada en el Decreto 806 de 2020, -bajo 

cuya cuerda se tramitó la alzada por este colegiado- pues éste, en orden al recurso 

de apelación en materia civil y de familia, dispuso lo siguiente: 

 

«Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, dentro del término de 
ejecutoria del auto que admite la apelación, las partes podrán pedir la práctica 
de pruebas y el juez las decretará únicamente en los casos señalado en el 
artículo 327 del Código General del Proceso. El juez se pronunciará dentro de 
los cinco (5) días siguientes.  
 
Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de 
pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de 
los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la parte 
contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término de traslado se 



proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se sustenta 
oportunamente el recurso, se declarará desierto.  
 
Si se decretan pruebas, el juez fijará fecha y hora para la realización de la 
audiencia en la que se practicaran, se escucharan alegatos y se dictará 
sentencia. La sentencia se dictará en los términos establecidos en el Código 
General del Proceso».  

 

Es irrefutable que el mentado decreto no eliminó la obligación a cargo del 

apelante de sustentar su impugnación ante el juzgador de segundo grado y, mucho 

menos, la consecuencia sancionatoria que su omisión conlleva; al punto, la H. Corte 

Suprema de Justicia en su Sala de Casación Civil se ha pronunciado reiteradamente 

en esa dirección, indicando recientemente en la sentencia STC7646-2020 de 22 de 

septiembre rad. 2020-02406-00, que:  

 

“bastante se ha enfatizado que el diseño de «apelación» contemplado en el 
Código General del Proceso impone, necesariamente, el agotamiento de varias 
etapas que no pueden confundirse entre sí. De manera tal que los reparos 
concretos esbozados ante el a-quo no eximen al «recurrente» de asistir a la 
«audiencia de sustentación y fallo», en la medida que esta es la única 
oportunidad establecida por el legislador para desarrollar la inconformidad, lo 
cual es fiel reflejo, entre otros, de los postulados de oralidad, publicidad e 
inmediación en que se sostiene el nuevo estatuto adjetivo.  
 
Quiere decir que, contrario a lo afirmado por la gestora, sus elucubraciones 
preliminares ante el Juzgado Primero Civil del Circuito de Barrancabermeja no 
la exoneraban de concurrir a la diligencia programada por el Tribunal, dado que 
ampliamente se tiene decantado que:  
 
(...) con independencia de la firmeza de los «reparos concretos» que se hayan 
enlistado ante el a-quo, al proponente de la «alzada» le incumbe 
ineludiblemente presentarse ante el ad quem y desarrollar uno a uno los puntos 
de divergencia; y esta fase, distinta de la precedente, es la que se erige en 
verdad como «sustentación de la apelación». Nótese cómo se han distinguido 
las diversas etapas que envuelve el trámite de segunda instancia, o mejor aún, 
conforme a las normas que gobiernan esa temática es posible diferenciar las 
cargas que se le imponen al «apelante» de una «sentencia», así: i) 
interposición del «recurso», ii) exposición de los reproches breves, y iii) 
alegación final o «sustentación». Lo primero es la inequívoca y tempestiva 
manifestación de disentir dentro del término de ejecutoria de la providencia, lo 
que variará según ésta se emita y comunique de modo oral o epistolar, pues si 
ello ocurre en «audiencia» allí mismo tendrá que expresarse el deseo de 
opugnar, en tanto que, si su proferimiento es «escrito» lo propio se hará por el 
mismo medio dentro de los tres días siguientes a la notificación. Un segundo 
paso se agota con la indispensable enunciación de los ítems específicos de 
desacuerdo a más tardar dentro de los tres días posteriores a la «audiencia en 
que se profirió la sentencia» o «a la notificación de la que hubiere sido dictada 
fuera de audiencia».  
 
El último y obligado escalón no es otro que el consagrado en el inciso segundo 
del numeral 3o del mentado «canon» 322 al disponer que sobre los «reparos 
concretos» «versará la sustentación que hará ante el superior», y esto es clave. 
Emerge de ahí una regla categórica, cual es, que el «recurrente sustente la 
alzada ante el ad quem», lo que claramente se reafirma luego con el «artículo 
327» ejúsdem cuando prevé que el «apelante deberá sujetar su alegación a 
desarrollar los argumentos expuestos ante el juez de primera instancia» 
(negrilla propia).  
 
Ergo, el iter de la «apelación» está comprendido por tres momentos 
inconfundibles a cargo del interesado en la revocación del veredicto, todos los 
cuales albergan separadamente un fin y oportunidad para desarrollarse y, por 
tanto, ninguno puede entenderse cumplido cuando se han colmado los otros; 



huelga insistir, cada uno es de imperativo acatamiento y sólo la concurrencia 
de todos permite abrir paso al examen sustancial de la «alzada». En oposición, 
basta la inobservancia de cualquiera, v. gr. la «sustentación ante el superior», 
para no ver triunfar esa aspiración...”.  

 

En esa misma dirección la Corte Constitucional en la Sentencia SU 418 del 

2019 bajo la ponencia del H. Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez señaló: 

 

«Como se puede advertir, en lo tocante a la sustentación del recurso de 
apelación, el Código General del Proceso sí distingue reglas para los autos y 
las sentencias. Frente a estas últimas, el numeral 3º del artículo 322 dispone 
expresamente que, cuando se recurra una sentencia, el apelante, al momento 
de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferido en ella, o 
dentro de los tres días siguientes a su finalización o a la notificación de la que 
hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, 
los reparos concretos frente a la decisión que cuestiona, sobre los cuales 
versará la sustentación que hará ante el superior, para la cual bastará con la 
expresión de las razones de inconformidad con la providencia apelada. Esto 
quiere decir que, cuando no se presente la fundamentación requerida para el 
recurso en los términos recién descritos, el juez lo declarará desierto. 
 
(…) 
 
De este modo, es evidente que, tratándose de la apelación de sentencias, ante 
el juez de primera instancia se interpone el recurso y se precisan de manera 
breve los reparos concretos que se le hacen a la decisión, pero la sustentación 
del recurso debe hacerse ante el superior y dicha sustentación debe versar 
sobre los reparos enunciados ante el juez de primera instancia. 
 
En este punto, sin embargo, conviene señalar que, no obstante que parece ser 
clara la obligación de sustentar ante el superior, no se expresa la oportunidad 
para hacerlo y que, comoquiera que al superior se le da traslado de todo lo 
actuado, si ante el juez de primera instancia se han presentado con suficiencia 
las razones que fundamentan la apelación, la misma puede tenerse como 
sustentada ante el superior. No obstante, esa lectura queda descartada por el 
propio artículo 327, al regular la convocatoria a la audiencia de sustentación y 
fallo. 
 
Por lo demás, esta disposición normativa también es clara en señalar que el 
apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos 
expuestos ante el juez de primera instancia. Difícilmente puede pretenderse 
que ese deber se predica exclusivamente de aquel de sujetarse a lo expuesto 
ante el juez de primera instancia, pero que la disposición debe leerse en el 
sentido de que es facultativo del apelante acudir a la audiencia y que solo si lo 
hace, le resulta predicable el deber de sujetarse a desarrollar los argumentos 
expuestos ante el juez de primera instancia. Por el contrario, la lectura 
integrada de los distintos apartados normativos ya referenciados conduce a 
entender que ese deber se predica tanto de la necesidad de hacer la 
sustentación ante el superior, como de la de circunscribirla al desarrollo de lo 
presentado ante el juez de primera instancia. 
 
Si lo anterior es así, no resulta de recibo la lectura conforme a la cual la 
declaratoria de desierto del recurso solo puede darse cuando el mismo no haya 
sido sustentado en cualquier instancia del proceso, porque es evidente que la 
competencia del superior se circunscribe a las actuaciones que se surtan ante 
él, y no frente a las que se entiendan agotadas ante el inferior. Incluso, aun 
cuando podría argumentarse que ninguna disposición establece de manera 
expresa la obligación de acudir a la audiencia de sustentación fallo, y que, del 
mismo modo, no hay disposición que, de manera expresa, disponga que de no 
hacerse la sustentación ante el superior deba declararse desierto el recurso, lo 
cierto es que la lectura que se ha presentado, complementada con los deberes 
generales de las partes en el proceso y las características del juicio oral, 
conducen a la conclusión de que no hay una indeterminación insuperable. Y si 



no hay una indeterminación insuperable, no cabe la alternativa que trata de fijar 
el sentido en función de la aproximación que se estime más garantista». 

 

Si ello es así, como evidentemente lo es, al no concurrir el recurrente a 

satisfacer la carga procesal de sustentar ante esta Colegiatura su recurso vertical, 

devenía insoslayable la consecuencia sancionatoria prevista en la normativa antes 

reseñada, como era declarar desierto el recurso de alzada. 

 

Dicha hermenéutica fue concebida recientemente por la Sala de Casación 

Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia en providencia STL8304-2021 adiada 

junio 30 de los corrientes, al sostener que: 

 

«De lo expuesto, resulta evidente que el tribunal no incurrió en una vía de hecho 
que conlleve al desconocimiento de los derechos alegados por la accionante, 
estos son, el debido proceso, defensa, contradicción, doble instancia e 
igualdad, por el contrario, garantizó tales prerrogativas, pues el director de la 
respectiva actuación judicial o administrativa debe ceñir sus actos al 
procedimiento que previamente la ley estableció con el objeto de preservar los 
derechos y vigilar el cumplimiento de las obligaciones por parte de quienes 
estén involucrados en el correspondiente trámite, tal como aconteció en este 
caso».  

 

Así mismo, puntualizó:  

 

«Cabe precisar que, en un caso de idénticos contornos esta Sala ya se 
pronunció al respecto, esto es, en la sentencia CSJ STL7317-2021 en la que 
se dijo: 
 
Ahora bien, al descender al sub lite, observa la Sala que, de conformidad con 
la impugnación, el problema jurídico a resolver se contrae a dilucidar si la Sala 
Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales vulneró 
los derechos fundamentales de la sociedad actora al emitir la providencia de 9 
de marzo de 2021, a través de la cual mantuvo incólume la determinación que 
declaró desierta la alzada. 
 
Al respecto, importa precisar que revisada la providencia en mención, se 
evidencia que no hay nada que reprocharle al Tribunal encartado, pues, 
contrario a lo aducido por el a quo constitucional, la decisión estuvo 
fundamentada en la valoración de los medios de convicción presentes en el 
proceso, la aplicación de las normas y jurisprudencia que rigen el asunto y su 
libre formación del convencimiento, así como en la apreciación racional del 
caso sometido a su estudio. 
 
Adviértase como el fallador convocado empezó por indicar que el Decreto 806 
de 2020 impone a la parte recurrente el deber de sustentar el recurso de 
apelación ante el juzgador de segundo grado, una vez ejecutoriado el auto que 
admitió la alzada. La omisión de dicha carga conlleva a la declaratoria de 
desierto, normativa que «guarda relación con el precepto 322 del CGP, eso sí, 
estructurándose ahora un trámite escritural en el evento de no ser necesario el 
decreto de pruebas en segundo nivel». 
 
A continuación, el Colegiado enjuiciado sostuvo que «si bien existió una alusión 
a los reparos concretos cuando el asunto aún se hallaba en la sede inicial, 
proclamados a su turno en contra de la decisión replicada, no es admisible 
equiparar sus efectos a la sustentación obligatoria en segunda instancia». 
 
Lo anterior, comoquiera que, para el juez de apelaciones, el legislador no solo 
impuso al apelante el deber de «edificar en primera sede la pretensión 
impugnaticia», sino también la obligación de «argumentar y desarrollar en 
segundo grado esos reparos concretos que debieron formularse ante el a quo». 



Afirmó que sobre el particular, la homóloga Civil se pronunció en sentencia CSJ 
STC10405-2017. 
 
(…) 
 
Así las cosas, se advierte que, contrario a lo considerado por el a quo 
constitucional, la Magistratura enjuiciada realizó un estudio de la normativa y la 
jurisprudencia aplicable al caso para, con base en su sana crítica, concluir que 
la falta de sustentación en segunda instancia acarrea la declaratoria de desierto 
del recurso de alzada. 
 
En ese orden, no le asiste razón a la parte actora cuando pretende que se 
revoque la providencia censurada, toda vez que no se observa que haya sido 
caprichosa e inconsulta; por el contrario, no puede perderse de vista que el 
trámite cuestionado se adelantó con el análisis de los elementos de juicio 
presentes en el plenario, con la aplicación de la norma que rige el caso y con 
la percepción razonable del Colegiado convocado. De ahí, se observa que 
dicha autoridad actuó dentro del marco de la autonomía e independencia que 
le es otorgada por la Constitución y la ley. 
 
En efecto, observa esta Corporación que los argumentos esbozados por la 
promotora no son de recibo en sede de tutela, puesto que con ellos se buscan 
controvertir el fondo de una decisión en derecho. No puede entonces, el fallador 
de tutela bajo el supuesto de la vulneración de garantías fundamentales, lo cual 
cabe anotar ni si quiera fue probado por la sociedad petente, entrar a dejar sin 
efecto la determinación adoptada por el juez natural del asunto, quien denegó 
sus súplicas, luego de un análisis juicioso y racional de la situación sometida a 
su escrutinio y de la formación libre de su convencimiento. 
 
De modo que la decisión combatida en nada riñe con la efectividad de las 
garantías superiores de la empresa interesada, pues, aceptar lo contrario, 
generaría una intromisión injustificada del juez constitucional en los asuntos 
propios de la jurisdicción ordinaria e implicaría desconocer principios rectores 
del sistema jurídico, como lo son la cosa juzgada y la autonomía judicial». 

 

Por lo expuesto, sin importar la denominación que se le dé al escrito que 

presentó la recurrente en primera instancia, el yerro permanece y es que no hay un 

reproche puntual, claro o preciso que permita al juez de segunda instancia revisar 

la sentencia de primera el despacho, pues se itera ni los reparos concretos, ni la 

apelación pueden ser presentados de forma genérica y necesariamente deben estar 

encaminados a enrostrar de manera directa los errores de la sentencia recurrida, 

situación que se itera no ocurre en este caso. 

 

Sobre el subsidiario de apelación y/o suplica interpuestos de manera 

subsidiaria, se deniega el mismo por no estar contemplados dichos recursos para 

el auto que declara inadminisble el recurso de apelación por parte de un juez a quo 

singular, en otras palabras, resultan improcedentes. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 

 

IV. RESUELVE 

 

1.- MANTENER INTACTO el auto proferido en julio 29 de 2021. 

 

2.- DENEGAR los recursos subsidiarios de apelación y/o suplica por 

improcedentes. 

 

Notifíquese,  



 
RONALD NEIL OROZCO GOMEZ 

JUEZ 
 

  

JUZGADO CUARENTA Y TRES CIVIL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA 
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Bogotá, D.C. 17 de septiembre de 2021 
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